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Panamá, 25

C- L72

de julio d.e 2001.

Señores
Dalinda R. de Méndez
Ceferino A. Cárcamo
presidente del Consej o Municipal y
Alcalde Municipal de1 Distrit,o de Taboga,
Provincia de Panamá.

Estimados Señores:

Cumpliendo con nuestra función constitucional y
Iegal de servir de consej eros j urídicos de los
funcíonaríos administratívos, damos respuesta a Su

Nota de fecha 1 de junio del presente año Y recibida
en este Despacho el L2 del mi smo mes ' mediante l"a
cual- Consulta nuestra opinión sobre el ContraLo de
Arrend.amiento suscrito por el Municipio de Taboga Y
Ia señora Gladys Chu d.e Correa de fecha 6 de octubre
de 1997.

Específicamente nos consultan 1o siguiente:

" 1 . ¿Si Se puede arrendar o vender
sobre quebrada?
2. Que si en un contrato de
arrend.amiento se puede Sub-
arrendar?
3 . Que si el Municipio puede deiar
s l-n efecto e1 contrato de
arrend.amiento, Ya que las cláusulas
favorecen a la arrendataria y estas
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c1áusulas no son equitativas entre
las partes?
4. Si se esLá cobrando un sub-
arrendamiento por las parcelas que
se puede hacer en este caso?
5 . Tiene el Municipio que respet ar
este conürato por los 20 años
prorrogables?
6. Son los bienes Municipales para
que un particul ar negocie con
ellos ?

7. La arrendataria solicitó el pago
de B/ .200.00 mensuales por el sub-
arrendamiento y dicho cobro no se
hí zo efectivo, eue se puede hacer
en este caso?

En cuanto a las interrogantes planteadas, vamos a
permit irnos separar l-a primera interrogante del
resto, pues l-a compet.encia para disponer de dicho
bien no es propia de l-os gobiernos locales.

Las quebradas como bienes fluviales se consideran
bienes de dominio público; es decir, eüe son de
aprovechamiento líbre y común de todos los
habitantes de la República.

EI artÍcul-o 255 de l-a Constitución Polít,ica
establece cuáles son los bienes de dominio público,
cuyo contenido citamos seguidamente:

"Artículo 255. Pertenecen aI EsEado
y son de uso púb1ico y, por
consiguienüe, no pueden ser obj eto
de apropiación privadEl :

El mar territorial y las aguas
lacustres y f luviales; las
playas y riberas de las mj-smas y
de los ríos navegables, y los
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3.

puertos y esteros. Todos estos
bienes son de aprovechamiento
libre y común r suj eto a Ia
reglamentación que establezea Ia
Ley

2. Las tierras y las aguas
destinadas a servicios públicos
y a toda
comunicaciones.
Las tierras y

clase de

las aguas
destinadas o que eI Estado
destine a servicios públicos de
írrigación, de producción
hidroeféctrica, de desagües y de
acueductos.
El espacio aéreo, la plataforma
continental submarina, el Iecho
y el subsuelo del mar
territorial.
los demás bienes

?"fina 
como de uso

4.

5. que la Ley
público.

E1 Código Civil también hace referencia a los bienes
de dominio oúblico en los siquientes términos:

"Artículo 329.
dominio púb1ico:
Los destinados aI

Son bienes de

usot como los
caminos, canales, ríos , Eorrentes,
puertos y puentes construidos Por
el Estado , Las riberas; playas,
radas y otros análogos;
. . ." (Ias negritas son nuestras)

De los artículos
siguiente :

transcritos

Las aguas f luviales, d.entro
encuentran las quebradas o

SC i-nf iere 1o

de las cuales se
torrentes como 1o



m 0
4

denomina el Código Civil, son bienes de domínio
públ i co .

Los bienes de dominio público son los
destinados al uso público o común, por tanto no
están sujetos a ningún tipo de enajenación.
Los bienes de dominio público pertenecen al
Estado, por tanto los Municipios no pueden
di sponer de l-os mi smos .

4. El aprovechamient,o de l-os bienes de dominio
público estará sujeto a 1o que se establezca en
la Ley.

5. A pesar de que l-os bienes de dominio público
están fuera del comercio, los mismos pueden ser
dados en Concesión Admini st,rativa cuando los
mismos se desLinen a la prestación de un
servicio público, siendo ej ercitada esta
f acul-tad por eI Estado, a través del- Ministerio
de Economia y Finanzas con 1a entidad
correspondiente, según el tipo de concesión
admini strativa sol-icit,ada .

Absuelta la primera int.errogante, procedemos a
anal izar el- t.ema de la di sposición de los bienes
municipal-es.

La Ley 1-06 de 1973, modificada por la Ley No52 de
L984, err el artículo a7 , numeral- 9 , establ-ece que
compete a los Consej os Municipales "Reglamentar el
uso, arrendamient.o, venta y adj udicación de solares
o 1otes y demás bienes municipales que se encuentren
dentro d.e la áreas y ej idos de l-as poblaciones , y
los demás terrenos municipales" .

Como vemos es res'ponsabi l idad de los Conse j os
Municipal-es dictar ,-,n Acuerdo Municipal que recoj a
normas generales referentes a la disposición de los
bienes municipale s, Ya sea para su uso,
arrendamiento, adjudicación o venta de los mismos.
li" embargo, efl el- caso que nos ocupa, e 1 Municipioqe Taboqa a l-a fecha no ha dictado dicha

2.

3.
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reglamentación, por 1o que sus actos de disposición
de bienes deberán estar amparados en las normas que

regulan dicha materia de manera supletoria.

Así , pues, f a norma en primera inst.ancia por aplicar
es la Ley No56 de 27 de diciembre de 1995, "Por Ia
c:u'al- se regula la Contratación pública y se dictan
otras disposiciones", la cual dispone en el
parágraf o de1 artículo 1 eue, en aquellas
contrataciones que real-icen los municipios deberá
ser apl icada la Ley en f orma supletor j-a . Contrario
sensu, dada l-a inexi stencia de una reglamentación
municipal para la disposición de bienes municipales
deberá, entonces , apl icarse l-as di sposiciones de l-a
Ley 56 de 1-995 como fuente directa.

Veamos qué contempla la Ley 56 de 1995:

La excerta invocada establece que uno de l-os fines
primordial-es que persigue la Contratación Pública es
't. . . Obtener eI mayor benef icio para eI Estado o los
intereses públicos.. ." r responsabiI izándose para
al-canzar este f in a l-as entidades cont rat.ant.es ,
quienes tienen la obligación de cumplir con l-as
disposiciones de Ley, su reglamento y el pliego de
cargos, cuando sea de lugar. (ert . 9, num. 1 )

Esta excert,a en su artícul-o 15, establ-ece que
". . .1as actuaciones de quienes intervengan en 1a
cont.ratación pública se desarrollarán con fundamento
en los principios de transparencia, economía y
responsabil-idad, de conformidad con los postulados
que rigen l-a función administrativa. Igualmente, les
serán aplicables l-as normas que regulan la conducta
de l-os servidores públicos, Ias reglas de
interpretación de 1a contratación,1os principios
generales del derecho y los part,iculares del- derecho
administraLivo. . . ,,
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Especif icamente, respecto al- principio de

tránsferencia, el numeral 6, del artículo 16 señala
gue N . . .Iras autorídades no actuarán con desviación o

á¡,r"o de poder y e j ercerán sus competencias
er.clusivamente para los f ines previstos en la ley;
igualmenLe, les será prohibido eLudir procedimientos
d; selección de contratistas y l-os demás requisitos
previstos en Ia Presente LeY-.-"

Sobre este tema de la desviación de poder, fa Sala
Tercera de 1a Cort.e Suprema de Justicia, medíante
Falfo de 17 de agosto de L992, publicado en el-

Registro Judicial- del mes de agosto de 1992 (páginas
76-77) , hace referencia aI concepto de dicho
término, así como a las características del mismo en
Ios siguientes términos:

\\ . . . La desviación de poder es un
vici-o de los actos administrativos
que se genera, como señalan los
tratadistas De Laubadére, Venecia Y
Gaudemet, cuando la autoridad
administrativa ej ecuta o expide un
acto de su competencia Pero en
desarrollo de una finafidad
distinta de aquélla por la cual el
acto podía ser legalmente expedido
(obra citada, p ág .444) . En este
sentido, debe tenerse presente que
tanto el Consej o de Gabinete como
1a Junta Directiva de 1a Lotería
Nacional y el- Ministerio de
Hacienda y Tesoro debían actuar
única y exclusivamente con una
finalidad de interés general en la
expedición de las citadas
resoluciones y la desviación de ese
interés hacia finalidades distintas
puede producir el vicio a que
aludimos.
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La Sala considera que las
autoridades administrativas actúan
con una finalidad ilegítima al
expedir actos de su competencia, en
concordancia con 1o señalado por
André De Laubadére (Onra citadda,

{t

pág .445) , dl menos en
siguientes casos:
1. Cuando el acto se expida

obedeciendo a un móvil de tipo
personal, como un interés
prj-vado o el espíritu de
venganza.

2. Cu.ando eI acto se expide por un
móvi1 político ilegítimo como
cuando se toma 1a decisión con
el único obj eto de perjudic ar a
un adversario político y,

3. Cuando el móvil del acto es el
interés de un tercero, 1o cual
se produce cuando la decisiÓn
esi-á dirigida a favorecer a un
particul ar
otro.

No hay que perder de vista eüe,
como señala Carmen Chinchill ar
profesora de Derecho Administrativo
en la Universidad de Madrid, e I
vicio de los actos administrativos
denominado desviación de poder
"surgió como una elaboración de la
jurisprudencia para fiscal izar esa
manifestación de la potestad
administrativa -denominada
discrecional- que venía escapando
del control j urisdiccionaL" . (La
desviación de poder, Editorial
Crrt ág.58 ) "

los

en detrimento de

escaner
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En cuanLo al principio de responsabilidad, €f
numeral l- det artículo l-8 precepLúa que l-os

gervídores públ icos est,án obl igados ' ent,re otras
cogas, a proteger los intereses de la entidad
licitanLe, sin perjuicio de los intereses legítimos
de los conlratistas Y terceros.

Referente a 1a interpretación de l-as normas sobre
contratos púb1icos, relatívos a procedímj-entos de

selección de contratistas y a las cláusulas y
estípulaciones de fos contratos, Se deberán tener en

consideración los intereses públicos, 1os fines Y
Ios principios de esta Ley, así como la buena fe, ]a
igualdad y el- equilibrio entre obligaciones y
derechos que caracterizan 1os contratos
Conmutativos . ( art . 2A)

Más claramente, el- artículo 7 4 de ]a Ley 56 hace
referencia a la facultad que tienen las partes
contratantes para incluír en los conLratos los
pactos, cláusulas y condiciones usuales, dependj-endo
de la naturaleza de los contratos Y aquellas que se
consideren convenientes, siempre que no se opongan
aI interés púb1ico o al ordenamiento j urídico, sin
perjuicio de los privilegios y prerrogativas del
Est.ado, 1os cuales no podrán ser obj eto de
limit.ación, negociación o renuncia por 1a entidad
pública, va que cualquier condición contraria a 1o
aguí establ-ecido será nula de pleno derecho.

Ref erente a l-a disposición de bienes, mediante venta
o arrendamiento, señala la Ley de ContrataciÓn que
eI mismo se hará por medio del procedimiento de
selección de contratista que corresponda, por razÓn
de Ia cuantía , o por medio de remate, según 1o
disponga l-a entidad que real- i za eI acto de
disposición (art. . 101-, Ley 56 de 1995 ) .

En el caso que nos ocupa, s€ trata de un
arrendamiento, cuyo monto anual es de ciento veinte
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balboas G/ .I20.00) , por 1o que se encuentra dentro
de \a clasificación de contratos menores que da la
Ley a aquellas contrataciones que celebren las
entidades por una cuantía menor de diez mil- balboas
@/ .I0, 000 . 00 ) . Esta clase de conLrataciones exigen
La observancia previa de un procedimiento sumario de

selección de contratista, indicado por e] Ministerio
de Economía y Finanzas y la Contralotia General- de

la Repúbl-ica.

Sin embargo, para conLestar l-as interrogant.es
planteadas por Ustedes, Se hace necesario referirnos
al contenido del Contrato de Arrendami-ent,o suscrit,o
entre el Municipio de Taboga Y l-a señora Gladys Chu

de Correa.

El obj eto del Contrato recae sobre dos ( 2 )

parcelas de terreno ubicadas dentro del ej ido
municipal de Taboga, con una superficie total de
81. B0 metros cuadrados.
El Municipio de Taboga reconoce que la
arrendaLaria ha construido dos (2 ) edif j-caciones
de cemento, según sus necesidades y para los
fines que estime conveníentes.
El Municipio de Taboga reconoce y acepta que las
edificaciones que construya la arrendaLaria son
de esta última, aún después de terminado el
Contrato por cualquier causa.
E] cánon de arrendamiento convenido es de diez
bal-boas (B/ .10.00) mensuales; es decir, ciento
veinte bafboas G/ .l-20.00) anual-es, eI cual-
puede ser pagado por adelantado.
En cuanto a la mora por parte de l-a
arrendat,aria, se ent iende que la mora es el- no
pago del cánon de arrendamiento por dos(2) años
consecutivos o sea de veinticuatro (24) meses
consecut ivos .

E] término de duración del Contrato es de
veinte (20) años prorrogables por igual término,
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siempre que l-a arrendaLaria est,é al día en sus
pagos.
En cuanto a l-a terminacíón del- Contrato por
parte del Municipio, podrá optarse sólo cuando
el- arrendatario haya incurrído en mora (dej ar de
pagar 24 meses consecutivos) , siempre Y cuando
se l-e avise y notifique personalmente a la
arrendataria de la morosidad para que la misma
cancele el- sal-do moroso dentro de los 3 0 días
síguientes a l-a notificación Y de pagar la
morosidad no procederá 1a t,erminación del
Contrato . Sin embargo, procederá l-a terminación
del Contrato por parte de la arrendataria,
cuando así l-o not,ifique a l-a arrendadora con
dos(2) meses de antel-ación.

o Este Contrato también esLablece que si el
Municipio de Taboga termina unil-ateralmente el
Cont,rato antes de vencerse eI término del mi smo
o sus prórrogas, queda oblígado entonces, a
indemnizar a la arrendataria por un monto de
B/.20,000.00 en concepto de daños y perjuicios,
sin l-a necesidad de comprobarlos, efl un término
no mayor de 30 días a partir de la cancelación o
t,erminación uni lateral del Contrato .

Tal como l-o hemos expresado en párraf os precedent es ,
en aquellos Municipios en los cuales no se ha
reglamentado vía Acuerdo Municipal la disposición de
Ios bienes municipale s, SC deben aplicar
obligatoríament,e l-as normas de la Ley 56 de 1995
sobre Contratación Pública.

En eI caso que nos ocupa se hace necesario mencionar
llue f as autoridades munícipales, entiéndase Conse j o
Itlunicipal y Af calde Municipal, tenían e] deber de
velar por l-os intereses del Municipio; es decir, que
eI Contrato de Arrend.amiento celebrado debía estar
dirigido a obtener el mayor beneficio para el
Dlunicipio, así como debió estar enmarcad"o en la
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el cual debía
o particul ar .

defensa del interés Público,
pr.uarecer sobre el interés privado

No obstante ,

hecho llegar

por Lanto, para la di sposición de l-as parcelas
munlcipales en arrendamíento debió seguirse e]
jrocedimiento sumario que la Ley exige para l-os

Lontratos menores; ef cual exige tres ( 3 ) ofertas Y

ár"og"t la que f uese más f avorable a l-os intereses
del Municipio en 1o que respecta a un mej or cánon de

arrendamiento Por mes, eLc.

en l-os documentos que Ustedes nos han
no existe ninguna evidencia de 1o aquí

señalado . Es más , l1ama 1a at.ención de este
Despacho, según l-o expresado por Ustedes , QUe }a
beneficiaria del Contrato de Arrendamiento obj eto de
estudio, guarda parentesco Consanguíneo de primer
grado (hij a) con eI Alcalde Municipal de ese
entonces, deduciéndose QUe, aún cuando el mismo no
suscríbió e1 ContraLo, sí actuó con desviación de
poder, pues permitió la celebración del Contrato en
los términos que ya conocemos, favoreciendo con ello
un interés personal y obviando las obligaciones que
como primera autoridad del Distrito le imponía l-a
Ley de velar por el bienestar del Municipio.

En eI Contrato de Arrendamiento suscrito entre el-
Municipio de Taboga y l-a señora Gladys Chu de Correa
es evidente que se viol-ó el equifibrio contractual
gue debe imperar en todo contrato, pues, uo contrato
de arrend.amiento cuyo cánon mensual es de B/ -I0.00
no puede tener una causal donde Se esLablezca como
mora el- dej ar de pagar el- cánon de arrendamienLo
durante 24 meses consecutivos. Esto es inaudito, por
decir 1o menos.

Además, rro puede establecerse una indemni zaciÓn por
daños y perjuicj-os de B/.20,000.00, por razón de la
terminación d.el Contrato por parte del arrendador,
en este caso el- Municipio, sin la previa
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comprobación real de los mismos, y con la agravant.e
de estar obligado el- Municipio a pagarlos dent.ro del
uérmino perentorio de treínta días.

Lo anterior es cuestionable, pues, el monto total-
por recibir en concepto de arrendamiento por el-

término del contrato (Zo años ) , apenas si al-canza l-a
suma de dos mil cuatrocientos balboas G/ .2,400.00),
1o cual a todas l-uces es totalmenLe l-esivo a los
intereses del MuniciPio.

Tal como 1o hemos señalado en párrafos precedentes,
Ia Ley 56 de 1995 es clara al establecer que en l-os
contratos que cef ebren l-as entidades públ icas , 1as
cláusul-as y estipulaciones pactadas en l-os mismos se
deben tener siempre present e l-os intereses públ icos
y l-os principios tales como el de l-a buena f e, la
igualdad y el equilibrio entre obligaciones y
derechos (ver artículo 20) .

Es más, l-as cláusulas de indemni zación a que hace
ref erencia el Cont rat,o y de l-a Mora , a nuestro
juicio, se oponen al interés públ ico que debe
preval ec er en los Cont rat,os que ce l- ebren l- as
entidades del Estado, por 1o que según el art,ículo
74 de l-a Ley 56 de L995, serán consideradas nulas de
pleno derecho.

Vol,viendo a l-as interrogantes planteadas en su
Consulta, procedemos a contestarl-as en el orden en
gue fueron formuladas:

En cuanto a su segunda i-nterrogante sobre 1a
posibilidad que se permita e1 subarrendamiento
denLro de un Contrato de Arrendamiento, le
recordamos que l-as normas que deben regular el
arrendamiento, entre otras formas de disposición de
=Io" solares o l-otes y demás bienes municipales,
deben estar consignadas en un Acuerdo Municipal,
aprobado por el Consej o Municipal, ya que así 1o
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eStablece taxativamente el- numeral- 9 del artículo t7
de Ia LeY 106 de 1973 -

Sin embargo, como el Município de Taboga carece de

una reglamentaciÓn en este sentido, debemos

referírnos obligatoriamente a 1as disposiciones de

Ia Ley 56 de 1,995 Y normas supletorias .

La Ley 56 d.e 1995, flo contempla la auLori zaciÓn del
sub-arrendamiento de los bienes públicos; sin
embargo, podemos señalar que en desarrollo a dicha
1.ey de ConLratación, el Ministerio de Economía Y
Finan'zds, como ente rector del sistema de
contratación, con la colaboración de la Contraloria
General de Ia República, como ente físcal- izador de
los bienes del Estado, ha emiLido la Resol-ución
No115 de 3 de julio de 1998, mediante l-a cual se
aprueba y oficialíza l-a Guía Básica de Modelos de
Contratos para el- Uso de las Entidades del Sector
Público, entre los cuales encontramos el- Contrato de
Arrendamiento cuando el Estado (entiéndase gobierno
central, entidades descentrali zadas o Municipales)
figura como arrendador.

En est.e mod.el-o de Contrato se esLablece la cláusula
de ". . .No sub-arrendar el bien arrendado ni
destinarl-o a un uso di stinto para el cual f ue
arrendado, sin el permiso previo Y expreso de El
Estado . . ." Por tanto, consideramos que el sub-
arriend.o de un bien púb1ico solo puede permit,irse
cuando asÍ l-o haya autori zado previamenLe la entidad
pública, con el propósito de salvaguardar el- interés
púbIico y evitar que los arrendatarios puedan
lucrarse con los bienes del Estado.

En cuant,o a su tercera interrogant e , respecto a
dej ar sin efecto el Contrato de Arrendamiento,
objeto de Ia presente Consulta, consideramos que ya
hemos contestádo esta interrogante al anal i-zar los
principios a 1os cuales deben suj eLarse los

i0
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ContraLos que celebren l-as entidades públicas; sin
árr',n^tgo, ratificaremos nuestra opinión sobre el-

punto en los siguientes términos:

Consideramos que eI Consej o Municipal del Distrito
de Taboga, tomand-o en consideración que eI Contrato
á" Arrend.amiento suscrito con l-a señora Gladys Chu

de Correa es lesivo a los intereses del Municipio,
va que en la cel,ebración del mi smo Se vulneraron los
orincipíos de transparencia Y del equilibrio
Zontractual respecto a los derechos y obl igac j-ones

de l-as partes, colocando a ]a arrendadora en f ranca
desventaj a frente a la arrendataria, Sin preservar
e1 interés público que debió salvaguardarse, etc . ,

puede, mediante Acuerdo Municipal, dar por terminado
áf susodicho Contrato de Arrendamiento ' para 1o cual
deberá autorizar al Alcafde Munícipal para que

suscriba la Resolución respectiva.

Adicionalmente, Ia inclusión de la cl-áusula de ]a
indemni zaci1n es concraria al interés público,
entendiéndose que l-a misma es nul-a de pleno derecho
y, por tanto, ef Municipio debe quedar liberado de
su cumplimiento.

En cuanto a Su cuart.a interrogante , de exi stir un
subarrendamiento sobre las parcelas dadas en
arrendamiento, el Municipio deberá tomar una
decisión al- respecto si decide continuar con el
Contrat.o d.e ArrendamienLo , yd QUe , de 1o contrario,
al dar por terminado e1 mismo mediant,e Resolución
Administrativa, desap arec erá l-a situacion del
subarriendo sobre el- bien inmueble.

Prueba fehaciente y dramáLica de nuestra aseveración
hecha en el curso de esta opinión, consistente en la
desviacíón de poder y vulneración de ta defensa de
Ios intereses públicos del Municipio de Taboga es l-a
cláusula deI contrato referente a que las

i0

edificaciones clue la arrendataria construya serán de
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Su propiedad, ind.ependientemente de 1a causa de

lerminación del contraLo . Esta cláusula, a todas
luces eS contraria al ordenamiento jurídico, pues

desnaturaliza la figura del arrendamiento '

L,a quinta interrogant,e ya l-a hemos contest,ado en los
ietiuto= anteriores al- señalar que el Conse j o

fuunicipal puede aprobar dar por terminado el
Contrato por ser contrario al interés púb1íco del
MuniciPio de Taboga.

Ref erente a Su sexta interroganLe : Ha quedado cl-aro
que en los Contratos cel-ebrados por l-as entidades
pfl¡ficas debe prevalecer e1 mayor beneficio para el-

Éstado o l-os intereses púbIicos, mas no así para e]
contratistai en perjuicio del Estado.

En cuanLo a Su última interrogante, consideramos que
la misma ya ha sido absuelLa en l-os párrafos
anteriores, cuando hemos hecho referencia a la
terminación del- Contrato.

Esperando que nuestra opinión le sea de utilidad en
la Loma de decisión del problema planteado, me

suscribo,

Atentamente,

AIma Montenegro de Fletcher
Procurad.ora d.e la Admínistración

AItdeF /12 /hf .




